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RESUMEN 

El presente informe tiene por objeto analizar la controversia suscitada entre 

A.C.S.A.C., concesionaria de la Red Dorsal Nacional de Fibra Óptica, y C.E.H.S.A., 

concesionaria del servicio público de energía eléctrica; respecto al monto de la 

contraprestación mensual por uso de la infraestructura de esta última, en virtud de 

la ejecución del Contrato de Acceso y Uso de Infraestructura Eléctrica que 

suscribieron bajo el ámbito de la Ley 29904, Ley de Promoción de la Banda Ancha 

y Construcción de la Red Dorsal Nacional de Fibra Óptica.   

El punto principal del conflicto giró en torno a establecer si el precio acordado por 

contraprestación mensual para acceder y usar infraestructura eléctrica vulneraba el 

artículo 30 del Reglamento de la Ley de Banda Ancha (Decreto Supremo 014-2013-

MTC), y si dicha situación justificaba que la concesionaria eléctrica devuelva lo 

pagado en exceso; pues, de acuerdo con la citada disposición normativa, la 

contraprestación mensual se fija en base a una fórmula matemática, cuyo resultado 

sirve como tope máximo de aquella.  

Este inconveniente surgió a propósito de las interpretaciones que cada una de las 

partes contratantes daba a la variable “Na” de la indicada fórmula, ya que mientras 

una sostenía que se trataba de un valor dinámico, la otra alegaba la existencia de 

un valor estático; generando un debate que merece la atención de la comunidad 

jurídica para evitar futuros inconvenientes.  

Por lo tanto, en el presente trabajo se analizarán los alcances de la interpretación 

histórica y la interpretación literal; por qué es importante superar el sentido literal 

de una norma; y, por último, si es necesaria la aplicación de reglas del derecho civil 

sobre el pago indebido para resolver casos como el estudiado. 
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I. HECHOS EXPUESTOS POR LAS PARTES 

I.1. Pretensiones de A.C.S.A.C. 

El 23 de julio de 2018, A.C.S.A.C. (en adelante, A.C.S.A.C.), inició un procedimiento 

trilateral a través de una reclamación contra la empresa C.E.H.S.A. (en adelante, 

C.E.H.S.A.), ante el Cuerpo Colegiado Ad Hoc del OSIPTEL (en adelante, el Cuerpo 

Colegiado). Las pretensiones de A.C.S.A.C. fueron las siguientes: 

(i) Como pretensión principal, solicitó se resuelva que la contraprestación 

establecida en la Cláusula Cuarta del Contrato de Acceso y Uso de 

Infraestructura (en adelante, el Contrato de Compartición) supera el tope máximo 

de retribución que podía requerir C.E.H.S.A., toda vez que las partes al 

determinar la variable “Na”, le asignaron el valor de uno (1) cuando correspondía 

el valor de tres (3) en todos los supuestos.  

(ii) Como pretensión accesoria, solicitó que el Cuerpo Colegiado ordene a 

C.E.H.S.A. que le reintegre el monto de US$ 319´306.00, correspondiente a lo 

que pagó en exceso por compartir la infraestructura desde la suscripción del 

Contrato hasta la emisión del Mandato de Compartición.  

I.2. Argumentos expuestos por A.C.S.A.C. 

Los hechos y argumentos que sustentaron las referidas pretensiones son los 

siguientes: 

- El precio de la contraprestación mensual  

La Ley 29904, Ley de Promoción de la Banda Ancha y Construcción de la Red Dorsal 

Nacional de Fibra Óptica (en adelante, Ley de Banda Ancha), en aras de propiciar el 

despliegue de redes de telecomunicaciones para el suministro de Banda Ancha en el 

país, declaró la necesidad pública e interés nacional el acceso y uso de la 
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infraestructura que se asocie a la prestación de servicios públicos de energía e 

hidrocarburos. 

En esa línea, el artículo 13° de la citada norma dispone que los concesionarios de 

energía eléctrica y de hidrocarburos están obligados a facilitar a los concesionarios de 

telecomunicaciones, el acceso y uso de su infraestructura para el despliegue de redes 

de telecomunicaciones que sean indispensables para el abastecimiento de Banda 

Ancha a nivel nacional. 

Además, el artículo 13.4 de la Ley de Banda Ancha dispone que para acceder y usar 

la infraestructura debe efectuarse un pago inicial único, así como, retribuciones 

periódicas que cubran los costes de operación y mantenimiento de la infraestructura, 

previéndose también un monto razonable por margen de ganancia. Precisó, además, 

que dicha metodología se establecería en su reglamento.     

Al respecto, el artículo 30.4 del Reglamento de la Ley de Banda Ancha dispone que el 

resultado de la aplicación de dicha metodología constituiría el precio máximo de la 

contraprestación. Así, las partes no pueden establecer una contraprestación que 

supere el tope regulado.  

- La interpretación del denominador “Na” 

La Metodología señala que la remuneración periódica se obtiene mediante una fórmula 

matemática: 
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Una de las variables de dicha fórmula es el factor “B”, el mismo que representa los 

costos a distribuir entre los arrendatarios. Este se calcula como “1/Na”, donde el 

denominador “Na” representa al “número de arrendatarios”.  

La fórmula no expresa literalmente cual es el “número de arrendatarios” que pueden 

valerse de la infraestructura de electricidad para colocar sus cables. Sin embargo, el 

razonamiento económico representado en la formula invita a asumir que el valor del 

denominador “Na” es tres (3). 

En la formulación de la Metodología del año 2013, el legislador previó que la variable 

“f” representa el costo incremental de operación y mantenimiento en un escenario de 

compartición.  

En congruencia con el Informe 292-2017-MTC/26, el costo incremental estaría en 

función a los criterios de espacio y peso de tres (3) cables de fibra óptica. Por 
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consiguiente, el denominador “Na” debe ser obligatoriamente tres (3) para determinar 

cuál es el costo extra por el sostén de un (1) cable de telecomunicaciones. 

También se hace referencia a esta explicación en el Informe 251-2013-MTC/26, del 17 

de octubre de 2013, en el cual se sustenta técnica y normativamente la propuesta de 

Reglamento de la Ley de Banda Ancha. En dicho informe se desarrolló el 

razonamiento para determinar la variable “f” de la Metodología. Así, el Ministerio de 

Trasportes y Comunicaciones (la entidad que elaboró la fórmula, en adelante, MTC), 

asumió que en promedio todas las infraestructuras eléctricas podían soportar tres 

cables (3) de fibra óptica. En consecuencia, atribuyó el valor de la variable “f” el 

equivalente al 20% del costo de operar la infraestructura sin contar con los tres (3) 

cables de telecomunicaciones en la misma. 

A.C.S.A.C., señaló además que no le corresponde pagar por el desgaste que ocasiona 

el peso de tres (3) cables en una infraestructura en la que solo apoya uno (1), por lo 

que el peso debe dividirse entre tres (3), habiendo o no otro arrendatario en la 

infraestructura.   

Asimismo, el Consejo Directivo del OSIPTEL, mediante un Mandato de Compartición, 

estableció que el valor de tres (3) del denominador “Na” constituía un valor eficiente, 

debido a que cada arrendatario paga solo por el costo adicional que ocasiona a la 

empresa eléctrica por soportar un (1) cable. Una interpretación en contraria implicaría 

que A.C.S.A.C. asuma costos que no genera.  

Adicionalmente, el 2 de octubre de 2017, mediante el Oficio 520-2017-MTC/03, el MTC 

señaló que el “Na” tiene el valor de tres (3), sin importar del número efectivo o real de 

clientes que se encuentren utilizando la infraestructura de energía eléctrica1. 

                                                             
1  El referido oficio indicó que textualmente “(…) Asimismo, teniendo en cuenta que este Ministerio ha tomado 

conocimiento que las empresas que arriendan su infraestructura tendrían dudas sobre cómo aplicar el valor del 
parámetro ‘Na’ (Número de arrendatarios) del factor B existente en la citada metodología, se considera importante 
señalar que el valor del parámetro ‘Na’ es igual a 3 independientemente del número de arrendatarios efectivos”. 
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- Sobre la cláusula cuarta del Contrato de Compartición 

El 12 de marzo de 2015, A.C.S.A.C. y C.E.H.S.A. suscribieron el Contrato de 

Compartición.  Dicho contrato estableció en su cuarta cláusula, el pago mensual que 

debería efectuar la primera a favor C.E.H.S.A. por usar su infraestructura. 

Consideraron que el denominador “Na” debía tener el valor de uno (1), debido a que 

interpretaron que dicha variable equivalía al número de arrendatarios que 

efectivamente accedían a la infraestructura en un determinado momento, es decir, 

asumieron un valor dinámico.  

El 5 de agosto de 2017, fue publicada la Resolución Viceministerial 768-2017-MTC/03, 

mediante la cual se modificaron las variables “f” y “m” de la fórmula. Dicha modificación 

se basó en el Informe 292-2017-MTC/26, de fecha 04 de agosto de 2017, en donde 

se precisó que el valor “Na” equivale a tres (3). Dicho acontecimiento generó que 

A.C.S.A.C. advirtiera que había realizado pagos en exceso. 

En diversas oportunidades, A.C.S.A.C. solicitó a C.E.H.S.A. que se efectúe un nuevo 

cálculo del monto a pagar considerando los referidos criterios, no obstante, esta no 

aceptó. Frente a ello, el 5 de octubre de 2017, A.C.S.A.C. solicitó al Consejo Directivo 

del OSIPTEL que emita un mandato de compartición.  

Este órgano decidió amparar la solicitud de A.C.S.A.C. resolviendo modificar la 

contraprestación mensual precisando que el denominador “Na” valía tres (3). Sin 

embargo, en el mandato se resaltó que éste no tenía efectos retroactivos. 

I.3. Hechos y argumentos expuestos por C.E.H.S.A. 

Por su parte, C.E.H.S.A. presentó la contestación de la reclamación, indicando lo 

siguiente: 
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- Sobre la cláusula cuarta del Contrato de Compartición 

El artículo 62 de nuestra Constitución consagra la garantía constitucional de la libertad 

de contratar, principio arraigado en el Contrato de Compartición.  

En la presente controversia no se ha vulnerado alguna norma, pues en el mismo 

Contrato de Compartición se hizo referencia a la Metodología, la cual es avalada por 

el Reglamento de la Ley de Banda Ancha, por ende, sus términos deben respetarse. 

- La interpretación del denominador “Na” 

El denominador “Na” es un valor dinámico, el cual se modifica en función a la variación 

del número de arrendatarios presentes en un determinado momento. En ese sentido, 

la contraprestación mensual puede actualizarse cuando ingresen nuevos 

arrendatarios, y el OSIPTEL se encuentra facultado para supervisar dicha situación, 

velando que no se genere algún problema operativo. 

II. LAS DECISIONES DE LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS 

II.1. La decisión del Cuerpo Colegiado 

Mediante Resolución 014-2019-CCO/OSIPTEL del 29 de mayo de 2019, el Cuerpo 

Colegiado declaró infundadas las pretensiones planteadas por A.C.S.A.C. en todos los 

extremos. Los fundamentos de dicha decisión fueron los siguientes: 

(i) El Reglamento de la Ley de Banda Ancha no dispuso un único valor al 

denominador “Na”, siendo razonable que los contratantes asumieran que dicho 

denominador tenía un valor de uno (1). Esto se sustenta, además, en que los 

contratantes no contaron con un criterio que les hiciera contemplar que el 

denominador “Na” era tres (3), al momento de la suscripción del Contrato. 

(ii) El Informe 251-2013-MTC/26 no constituye un instrumento válido para interpretar 

la fórmula, puesto que conforme a lo establecido en la Ley de Producción y 

Sistematización Legislativa - Ley 26889, este documento no tiene la naturaleza 
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de exposición de motivos del Reglamento de la Ley de Banda Ancha. Además, 

dicho documento no fue publicado simultáneamente con este dispositivo. 

(iii) Al margen de ello, el Informe 251-2013-MTC/26 únicamente detalla que el factor 

“B” es igual a “1/Na” y el MTC no realizó expresamente precisiones sobre el 

referido denominador en su matriz de comentarios. 

(iv) El Informe 292-2017-MTC/26 también carece de la cualificación de exposición de 

motivos del Reglamento de la Ley de Banda Ancha y, por otro lado, tampoco 

contiene precisiones o consideraciones sobre la variable “Na”. Dicho informe 

solamente estuvo dirigido a fundamentar las modificaciones de las variables “f” y 

“m” en la Metodología que se actualizó en el 2017. 

(v) El Oficio 520-2017-MTC/03 no tiene la calidad de norma interpretativa o 

modificatoria del Reglamento de Banda Ancha. 

(vi) Las modificaciones de carácter económico, técnico o legal efectuadas por el 

Mandato de Compartición rigen a partir del día siguiente de su notificación, por lo 

que dicho mandato no tiene efectos retroactivos ni vinculantes para emitir la 

decisión. 

II.2. La decisión del Tribunal  

El Tribunal decidió revocar la Resolución 014-2019-CCO/OSIPTEL, en consecuencia, 

declaró fundada la pretensión principal y fundada en parte la pretensión accesoria, 

ordenando a C.E.H.S.A. realizar el retorno de US$ 286´772.87. Los fundamentos de 

la referida decisión fueron los siguientes: 

 Cuestionamientos del Cuerpo Colegiado  

(i) No se infiere, a partir del contenido de la Ley 26889 y de su Reglamento, que los 

documentos de sustento que no constituyan una exposición de motivos no sean 

tomados en cuenta para determinar el sentido de las normas a las que respaldan. 



11 
 

(ii) La necesidad de analizar toda información vinculada con la controversia 

responde a la correcta aplicación del principio de verdad material, en ese sentido, 

no pueden excluirse los documentos vinculados directamente con la materia 

controvertida. 

(iii) La autoridad debe adoptar medidas para revertir las contravenciones que pueden 

suscitarse a partir del desconocimiento sobre la forma correcta de determinación 

de la contraprestación periódica, en referencia a la falta publicidad del Informe 

251-2013-MTC/26. 

(iv) El Cuerpo Colegiado consideró que el Oficio 520-2017-MTC/03 no tenía la 

calidad de norma interpretativa o modificatoria; sin embargo, el sentido de las 

normas no se desprende solo de las disposiciones que tengan expresamente la 

calidad de normas interpretativas, ya que, en tal caso, el margen de apreciación 

de los órganos resolutivos sería simplemente inaplicable y restrictivo. 

 

 La interpretación del denominador “Na” 

(i) En la Metodología del 2013, el componente “OMc” fue definido como el costo 

adicional por operación y mantenimiento que se genera en la infraestructura 

eléctrica, representando una fracción del costo mensual de operación y 

mantenimiento en el que incurre normalmente el operador de la infraestructura 

eléctrica cuando esta no se comparte, ello explica que “f” sea equivalente a 20%. 

La variable “B”, por su parte, distribuye este costo adicional entre los 

arrendatarios y, según la fórmula, es igual a “1/Na”. 

(ii) Así, la variable “f” y la variable “Na” se correlacionan, en razón de que forman 

parte de dos componentes que se encuentran directamente vinculados con los 

costos de la contraprestación periódica mensual. 
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(iii) La Metodología no explicó el procedimiento por el cual se asignó el valor de 20% 

a la variable “f”; no obstante, la explicación de este procedimiento puede 

advertirse en el Informe 251-2013-MTC/26, el cual establece que los criterios 

utilizados fueron el de espacio y el de peso.  

(iv) Considerando ambos criterios, en la construcción de la fórmula se supuso partir 

de un modelo en el que el costo adicional por operación y mantenimiento sea el 

que generarían tres (3) cables de fibra óptica en la infraestructura. 

(v) La contraprestación periódica reconoce estos costos incrementales, así como los 

ingresos garantizados, en esa línea, una empresa de telecomunicaciones que 

despliegue un (1) solo cable de fibra óptica por la infraestructura eléctrica no 

podría lícitamente pagar el costo total obtenido de aplicar la fórmula 

considerando tres (3) cables. Tal situación desnaturalizaría el objetivo del 

régimen económico de compartición que ha sido previsto en la Ley de Banda 

Ancha y su Reglamento. 

(vi) El Informe 292-2017-MTC/26, ratifica que el costo adicional de operación y 

mantenimiento ocasionado por compartir infraestructura fue calculado partiendo 

de una situación en la que hay tres (3) usuarios en la misma. 

(vii) Asimismo, la opinión contenida en el Oficio 520-2017-MTC/03, del 2 de octubre 

de 2017, corrobora que desde la formulación inicial de la Metodología el valor del 

denominador “Na” es tres (3). 

(viii) Por otra parte, en el Oficio 579-2017-MTC/262, de fecha 8 de setiembre de 2017, 

la Dirección General de Regulación del MTC opinó que el denominador “Na” tiene 

                                                             
2  Incorporado por el Tribunal en el trámite del procedimiento en segunda instancia. El referido oficio textualmente 

indicó: “(…) se precisa que el cálculo de la contraprestación mediante la utilización de la Metodología, se 
encuentra asociada a cada punto de apoyo (poste o torre) de acuerdo a su nivel de tensión. Es así que, el valor 
de “Na” corresponde al número efectivo en un determinado punto de apoyo. Así, por ejemplo, si una determinada 
torre atiende a un único arrendatario, se deberá considerar: “Na =1”. Si la misma torre atiende a dos arrendatarios, 
se deberá considerar “Na=2”, de igual modo para un número mayor de arrendatarios, manteniendo fijas las 



13 
 

un valor dinámico. Este oficio, sin embargo, fue emitido antes que el Oficio 520-

2017-MTC/03 y por un órgano jerárquicamente inferior al Viceministerio de 

Comunicaciones.  

(ix) El Oficio 579-2017-MTC/26 asume erróneamente que el propietario de la 

infraestructura debe mantener una recaudación constante sin tomar en cuenta el 

costo que asumen las empresas de telecomunicaciones para desplegar sus 

redes. Por lo que dicha interpretación es contraria al principio económico que 

inspiró la fórmula. 

(x) La Resolución del Tribunal surtirá efectos solo durante el periodo comprendido 

entre la suscripción del Contrato y la emisión del Mandato. Por ese motivo, no 

evaluó el razonamiento expuesto en la decisión el Consejo Directivo del 

OSIPTEL.  

(xi) Considerando un “Na” tres (3), correspondía a A.C.S.A.C. pagar el importe 

de US$ xxxxxxx; sin embargo, pagó en exceso hasta por un importe 

ascendente a US$ xxxxxxx. En ese sentido, la contraprestación mensual 

pactada en el Contrato de Compartición excedió la máxima retribución 

concerniente al uso compartido de infraestructura eléctrica. 

 

La devolución de los montos pagados en exceso 

(i) El importe pagado en exceso por A.C.S.A.C. a favor de C.E.H.S.A. asciende 

a US$ xxxxxxx. Este importe es menor al reclamado por A.C.S.A.C., por lo 

que la pretensión accesoria se estima parcialmente.  

 

 

                                                             
demás variables. En consecuencia, el pago que realizará cada arrendatario se reducirá en proporción a Na, 
siendo constante la recaudación total del concesionario eléctrico por arrendamiento de dicha torre.” 
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III. PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

De acuerdo con la revisión del expediente bajo análisis, hemos identificado los 

siguientes problemas o asuntos con relevancia jurídica: 

(i) ¿La interpretación histórica de una norma sólo puede fundamentarse en las 

exposiciones de motivos? 

(ii) ¿Qué razones justifican trascender el sentido literal de las normas para optar por 

una interpretación distinta? 

(iii) ¿Las normas civiles sobre pago indebido pueden ser aplicadas a los casos de 

contratos regulados en normativa especial? 

IV. POSICIÓN SOBRE LAS RESOLUCIONES Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

IV.1. ¿La interpretación histórica de una norma sólo puede fundamentarse en 

las exposiciones de motivos? 

IV.1.1.  Opinión sobre la Posición del Cuerpo Colegiado 

El Cuerpo Colegiado indicó que los Informes 251-2013-MTC/26 y 292-2017-MTC/26 

no eran instrumentos válidos para interpretar la Metodología, debido a que no tenían 

la calidad de exposición de motivos de acuerdo con los términos de la Ley de 

Producción y Sistematización Legislativa y su Reglamento. Además, indicó que el 

informe 251-2013-MTC/26, al no haber sido publicado, no debía ser evaluado. 

En cuanto a la falta de calidad de exposición de motivos, el Cuerpo Colegiado 

interpreta que solo se puede hacer uso de la interpretación histórica de un texto 

normativo solo si el documento utilizado es una exposición de motivos en los términos 

del artículo 2 de la Ley de Producción y Sistematización Legislativa. Sin embargo, tanto 

la ley referida como su reglamento no han previsto una regla que limite el uso de la 

interpretación histórica, por el contrario, indican que una disposición normativa no 
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puede ser interpretada sin considerar los documentos relacionados a su origen. Por 

consiguiente, el argumento del Cuerpo Colegiado relacionado con la interpretación 

histórica no tiene sustento legal.   

Por otro lado, el argumento referido a la falta de publicidad del Informe 251-2013-

MTC/26 tampoco es plausible; puesto que, en casos debidamente justificados, no 

considerar documentos relacionados al origen de una norma puede perjudicar 

intereses públicos y derechos concretos. Por ejemplo, en materia laboral o tributaria 

una interpretación incorrecta de una norma puede provocar que se realicen pagos no 

debidos.  

Si es posible establecer el error de derecho mediante una interpretación de histórica 

de la norma involucrada, por lo que no sería razonable limitar la referida interpretación 

a las exposiciones formales, porque se perjudica el derecho a la restitución del bien 

cobrado indebidamente. 

IV.1.2. Opinión sobre la posición del Tribunal  

El Tribunal señaló que los informes referidos debían ser evaluados. Resaltó que la 

prioridad de evaluar la información concerniente con la controversia yace en la 

aplicación del principio de verdad material. Sin embargo, escudriñar en los Informes 

251-2013-MTC/26 y 292-2017-MTC/26 bajo una justificación de aplicación del principio 

de verdad material es un argumento incorrecto, porque la interpretación del sentido de 

una norma jurídica no está vinculada con la prueba de los hechos.  

Expresamente, el numeral 1.11 del artículo IV del Texto Único Ordenado de la Ley 

27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, indica: 

“1.11. Principios de verdad material. - En el procedimiento, la autoridad 

administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven de 

motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas 

probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido 

propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas. 
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En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará 

facultada a verificar por todos los medios disponibles la verdad de los hechos que 

le son propuestos por las partes, sin que ello signifique una sustitución del deber 

probatorio que corresponde a estas. Sin embargo, la autoridad administrativa 

estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera 

involucrar también al interés público”. 

 

Sobre el particular, se ha dicho que, de conformidad con el referido principio, las 

actuaciones probatorias deben estar dirigidas a la identificación y comprobación de los 

hechos reales acaecidos, y a verificar la realidad, independientemente del modo cómo 

las partes los hayan alegado (Moron Urbina, 2017, pág. 112).   

Por lo tanto, el argumento del Tribunal no era adecuado porque el principio de verdad 

material se emplea para la actividad probatoria de los hechos, y no para la 

determinación del sentido de las normas.  

Cabe señalar que, para interpretar una norma, la autoridad no se encuentra limitada 

en cuanto a la búsqueda y obtención de los documentos relacionados con su origen. 

Esto se sustenta en su facultad, otorgada por la ley, para resolver controversias.  

Los demás argumentos del Tribunal referidos a la interpretación histórica nos parecen 

conformes, en atención a lo señalado en el anterior punto.  

IV.1.3. Posición Personal 

Rubio (2009) indica que la interpretación histórica de un texto jurídico apela a los 

antecedentes jurídicos directamente vinculados a la norma para atribuirle un 

significado. Señala, además, que el referido método se fundamenta en que el 

legislador permanentemente tiene una intención determinada al emitir la norma3.  

                                                             
3   Zusman, asimismo, refiere que la interpretación histórica implica analizar la evolución de la norma, con la finalidad 

de determinar qué quiso el legislador corregir, aclarar, evitar al expedirla. De acuerdo este autor, este método 
“consiste en determinar la intención del legislador a partir de lo que dijo efectivamente”  (Zusman T., 2018, pág. 
174). 
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Según Moreso y Vilajosana (2004, pág. 169), “la intención del legislador se manifiesta 

en su exposición de motivos, preámbulos y trabajos preparatorios”. Rubio (2009, págs. 

248-250), al respecto, señala que la intención del legislador puede encontrarse en 

fuentes directas e indirectas; por ejemplo, fundamentaciones de los autores de los 

proyectos, las partes considerativas de los textos legislativos, el contraste entre la 

norma a interpretar y sus normas precedentes, etcétera.  

Esta interpretación, sin embargo, tiene reparos relevantes. Nino (1988, pág. 247) 

señala, por ejemplo, que el método de interpretación histórica se encuentra 

condicionada, en ocasiones, por la dificultad de conocer la intención de los 

legisladores; además, indica que la intención del legislador no es un criterio decisivo 

para atribuir significado a sus palabras, sino que tienen prelación sobre dicho método 

la determinación de cómo serían razonablemente interpretadas tales palabras por sus 

destinatarios y las consideraciones acerca de la relación que debe guardar la norma 

en cuestión con otras que integran el sistema jurídico.  

Asimismo, en ciertas ocasiones, el resultado que se extrae de ella puede tener 

consecuencias no deseadas porque las circunstancias en las que la intención se 

expresó pueden ser notablemente diferentes a las circunstancias actuales, por lo que 

tal método debe ser aplicado de modo razonable. 

De acuerdo a lo anterior, es posible extraer lo siguiente: (i) la interpretación histórica 

consiste en atribuir significado a una norma a partir de la determinación de la intención 

del legislador; (ii) es advertible la intención del legislador en los antecedentes de la 

norma, es decir, en los documentos preliminares a la publicación de la misma que 

expliquen su contenido; (iii) los antecedentes pueden ser fuentes directas (exposición 

de motivos) e indirectas (debates parlamentarios, trabajos preparatorios, etc.); y (iv) 
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las conclusiones que deriven de esta interpretación deben ser contrastados con las 

circunstancias actuales para verificar si son compatibles. 

El uso del informe 251-2013-MTC/26 fue una decisión válida. Este informe fue 

expedido por un órgano que participó directamente en la redacción del proyecto de 

Reglamento. Dicho informe, asimismo, es un antecedente del Reglamento; en efecto, 

fue emitido con anterioridad a la publicación del referido reglamento. El informe 

referido, además, se encontraba directamente vinculado con la norma objeto de 

interpretación.  

Otra razón para utilizar el informe 251-2013-MTC/26 es que la situación que trató de 

esclarecer tiene carácter objetivo, no sujeta a interpretaciones subjetivas. En efecto, 

mediante el referido informe, se buscó averiguar qué representaba el valor de la 

variable “f” equivalente a 20%, es decir, sobre qué base el legislador decidió el valor 

de dicha variable. En ese sentido, dicho informe esclareció que aquel valor constituía 

el costo de operación y mantenimiento de tres (3) cables de telecomunicaciones. Esta 

información, como se aprecia, es objetiva.  

En sí mismo, el Informe 292-2017-MTC/26 no es un documento pertinente para 

establecer la intención histórica del legislador respecto a la variable “f”. En primer lugar, 

no es un antecedente del Reglamento, es decir, se emitió con posterioridad a la 

publicación del referido marco normativo. En segundo lugar, no es un documento o 

trabajo preparatorio relacionado directamente con el origen o creación del documento; 

su objeto es diferente: se emitió para explicar la modificación del porcentaje que 

representarían las variables de la fórmula: “f” y “m”. La importancia de este informe en 

el procedimiento radica en que contenía un resumen de los criterios utilizados para 

arribar al valor de la variable “f”, en el 2013.  



19 
 

IV.2. ¿Qué razones justifican trascender el sentido literal de las normas para 

optar por una interpretación distinta? 

IV.2.1.  Opinión sobre la posición del Cuerpo Colegiado 

Sobre la interpretación del denominador “Na”, esta instancia concluyó que, en el 

Contrato de Compartición el valor del denominador era igual a uno. Razonamiento que 

era válido.  

Aunque no lo menciona explícitamente, el Cuerpo Colegiado adoptó una interpretación 

literal restrictiva del denominador “Na”, pues solo apeló al texto expreso de la fórmula. 

En ese sentido, no se adentró en el problema planteado por A.C.S.A.C. Es decir, no 

analizó la razón por la cual el valor de la variable “f” no tendría correlación alguna con 

el denominador “Na”.  

Esta motivación era relevante, debido a que, A.C.S.A.C. reconoció que la Metodología 

no precisa literalmente qué debe entenderse por número de arrendatarios; no 

obstante, sí planteó que dicho denominador debía interpretarse más allá de su sentido 

literal.  Es por ello que el Cuerpo Colegiado debió evaluar dicha fundamentación e 

indicar, en todo caso, por qué no era una interpretación correcta. En tal sentido, la 

motivación de la decisión del Cuerpo Colegiado fue defectuosa.   

IV.2.2. Opinión sobre la posición del Tribunal  

Por su parte, el Tribunal señaló que el término “número de arrendatarios” en la fórmula 

debía ser interpretado en una dimensión integral que respondiera al modelo regulatorio 

con el que fue diseñado, más no en un sentido literal y aislado por cada variable. El 

Tribunal, en ese sentido, indicó que el denominador “Na” debía valer tres (3), en razón 

a que la variable “f” constituye el costo de operación y mantenimiento considerando 

tres (3) cables de telecomunicaciones en la infraestructura. 
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El Tribunal, como se aprecia, interpretó el sentido del denominador “Na” más allá de 

su sentido literal. Se advierte que la razón principal consiste en hacer posible que una 

empresa solo pague por el espacio que usa.  

El razonamiento que expuso el Tribunal es correcto. No obstante, no aclaró si su 

interpretación respondía a los fines de la Ley de Banda Ancha, o por contravenir alguna 

disposición sobre las contraprestaciones periódicas, o si atentaba contra los derechos 

de los arrendadores de infraestructura.  

IV.2.3. Posición Personal 

Moreso y Vilajosana (2004, pág. 163) señalan que “la interpretación literal es aquella 

que se adecúa al uso común de las palabras y de las reglas gramaticales de una 

determinada comunidad”4. 

El método de interpretación literal es relevante para atribuir significado a un texto 

normativo, dado que este como cualquier otro texto escrito se compone de oraciones 

interrelacionadas a través de reglas gramaticales. Para interpretar tales oraciones, es 

necesario conocer su significado lingüístico y las reglas gramaticales referidas. Sin 

embargo, en ocasiones, este método puede ser insuficiente o provocar consecuencias 

no deseadas y/o absurdas5. 

Precisamente, el Cuerpo Colegiado rechazó analizar los trabajos preparatorios del 

Proyecto del Reglamento y solamente analizó el texto de la Metodología. Asimismo, 

priorizó lo taxativo, omitiendo evaluar si resultaba eficiente que el arrendatario asuma 

                                                             
4  Rubio asimismo indica que, “según el método de interpretación literal, el procedimiento de interpretación consiste 

en establecer el significado de una norma mediante el uso de las reglas lingüísticas propias de la comunidad 
donde la norma existe” (Rubio Correa,2009, pág. 238).  

5  Rubio indica sobre el particular: “el método literal deja sin solución a una multitud de problemas interpretativos”.  

Guastini señala, por su parte, que la interpretación literal no es un concepto unívoco. Así, según el autor referido, 
por interpretación literal puede además lo siguiente  (Guastini, 2014, págs. 109-11): 

 Una interpretación no-contextual o a-contextual. Así, la interpretación literal se contrapone a la interpretación 
contextual. La interpretación contextual establece el significado de la norma mediante elementos extra-
textuales (trabajos preparatorios, por ejemplo). 

 Una interpretación no-correctora, o interpretación declarativa. La cual consiste en aplicar a un texto normativo 
su significado intrínseco, sin perturbarlo. 
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el costo de tres (3) cables de telecomunicaciones cuando solo coloque uno, es decir, 

omitió una interpretación correctora.  

Según Moreso y Vilajosona (2004, pág. 166), “es correctora cualquier interpretación 

que atribuye a un texto normativo un significado o sentido diferente al que tendría de 

acuerdo con el uso lingüístico y a las reglas gramaticales en una comunidad”.  Por otro 

lado, se ha indicado que la interpretación correctora no se limita a declarar el sentido 

del texto, sino que precisamente lo corrige (Guastini, 2014, págs. 111-112). 

La interpretación correctora, en sí misma, no es un método de interpretación. Tal 

expresión, como se aprecia, hace referencia al tipo de interpretación que trasciende el 

sentido literal de un texto. De ahí que se puede realizar una interpretación no literal 

basada en otros métodos de interpretación, como la interpretación sistemática, 

histórica, ratio iuris o finalista. 

De acuerdo a la doctrina, existen diversas razones o argumentos justificadores de 

interpretaciones correctoras. Así, entre estos argumentos, se encuentran el argumento 

teleológico, argumento ad coherentia, argumento ad absurdum y el argumento 

pragmático.  

Al respecto, Moreso & Vilajosana (2004, págs. 168-173) “(e)l argumento teleológico se 

emplea cuando un determinado texto normativo se interpreta según su finalidad 

objetiva, suponiendo que el referido texto fue emitido como medio adecuado para 

alcanzarla. El argumento ad coherentia o de coherencia se utiliza cuando un 

determinado texto normativo se interpreta prescindiendo de aquel sentido que 

suponga una contradicción con otro texto normativo. El argumento ad absurdum, por 

su parte, se plantea cuando un texto normativo susceptible de recibir diversos 

significados se interpreta prescindiendo de aquel o aquellos significados que den lugar 

a consecuencias absurdas o que contrasten con valoraciones del sentido común. 
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Finalmente, el argumento pragmático se emplea cuando un determinado texto 

normativo se interpreta eligiendo aquel significado que lo haga más eficaz para lograr 

su finalidad, prescindiendo del significado que lo haga más ineficaz”. 

De cualquier modo, la validez de las razones o argumentos referidos deben ser 

evaluados razonablemente en el caso concreto. El intérprete, en ese sentido, tiene que 

justificar con solidez por qué opta por atribuir un significado diferente al texto normativo 

involucrado. 

En la controversia bajo análisis, existieron dos interpretaciones respecto al valor del 

denominador “Na”: una literal del denominador “Na” y una correctora de dicho 

denominador. 

Aunque no se expuso una justificación explicita de la interpretación literal, es posible 

indicar que dicha interpretación consiste en atribuirle un valor dinámico al denominador 

“Na”, esto es, considerar que tiene el valor del número de arrendatarios existentes o 

efectivos al momento de acceder a la infraestructura. En ese sentido, si existe un (1) 

arrendatario, se le asignarán solamente a él los costos de operación y mantenimiento 

y, si existen dos (2) arrendatarios, los costos se dividen entre los dos (2).  Lo que 

implica que el “Na” se incrementa o reduce según la existencia de más de un 

arrendatario efectivo en la infraestructura. 

La interpretación referida, como se indicó, se sustenta en la literalidad del texto del 

Reglamento: 
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Así, como se aprecia, la Metodología señala que el componente “B” es el factor de 

distribución de costos entre los arrendatarios, el cual es igual a “1/Na”, donde “Na” 

significa número de arrendatarios. Lingüísticamente, el denominador “Na” corresponde 

a un término plural, es decir, a más de uno. Por otro lado, es posible lógicamente que 

una infraestructura eléctrica pueda resistir más de un cable de telecomunicaciones, 

por lo que, de presentarse una situación en la que se halle a más de un arrendatario, 

es razonable que los costos se dividan entre ellos. 

Sin embargo, la interpretación literal presenta inconvenientes relevantes. Según el 

Informe 251-2013-MTC/26, la variable “f” del componente “OMc” simboliza el costo 

agregado que generan tres (3) cables de telecomunicaciones en una infraestructura 

eléctrica. Siguiendo la interpretación del “Na” dinámico, si existiera un solo arrendatario 

que aloja un solo cable, este costo debería ser asumido por él, con lo cual este 

arrendatario asumiría costos que no están en el ámbito de su responsabilidad; 

asumiría, pues, el costo de dos (2) cables que no son de su titularidad y que no utiliza. 

Esta situación no responde a la finalidad de haber declarado de interés público y 

necesidad nacional el acceso y uso de infraestructura eléctrica.  

La circunstancia referida representa una contradicción: la interpretación literal de la 

Metodología, en lugar de fomentar el despliegue de la Banda Ancha, lo dificulta, al 

disponerse con ella que los costos de mantenimiento y operación generados por todos 

los presentes en una infraestructura, sean asumidos por un arrendatario, cuando este 

solo coloca un cable. 

Asimismo, el Informe 251-2013-MTC/26 no indicó una razón técnica por la cual el 

arrendatario que coloque un solo cable en la infraestructura deba pagar el precio de 

tres (3) cables. Por el contrario, construyó su modelo de costos de modo discrecional; 

refirió que se podría considerar solo un (1) cable o dos (2); sin embargo, como arreglo 
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general, optó por configurar la variable “f” en base el espacio y peso de tres cables de 

telecomunicaciones6. 

Otra razón por la cual se objeta la referida interpretación es que el valor dinámico crea 

un costo adicional a la contratación. Pues, cada vez que un arrendatario ingresa, las 

partes deben actualizar la contraprestación, lo que implica agregar adendas a los 

referidos contratos. 

Por lo expuesto, la interpretación literal no es sólida. En primer lugar, ocasiona una 

consecuencia absurda: asumir costos que el arrendatario no ocasiona, sin una razón 

válida. En segundo lugar, contraviene la finalidad de la declaratoria de necesidad para 

el acceso y uso de infraestructura eléctrica. Finalmente, no proporciona un resultado 

eficiente porque crea costos de transacción y crea incentivos para incumplir con la 

normativa de Banda Ancha. 

Para evitar la situación anterior, es posible interpretar que el denominador tiene un 

valor fijo. En ese sentido, si se interpreta que el denominador “Na” vale tres (3), este 

valor se dividiría con el porcentaje de la variable “f” que representa tres (3) cables, y 

daría como resultado el valor de un (1) cable. Esta interpretación se respalda en las 

siguientes razones: 

(i) La redacción del denominador “Na” tiene cierta ambigüedad; si bien no se señala 

un valor fijo, tampoco se afirma categóricamente que el denominador “Na” debe 

tener un valor dinámico, por lo que hay margen para interpretar el referido 

denominador. 

                                                             
6  Textualmente, el informe referido señaló: “ (…) se debe indicar que podrían utilizarse diferentes supuestos y 

efectuar ajustes al modelo que se plantea, no obstante, consideramos que un arreglo general estaría compuesto 
por una línea de 3 fases (con 3 conductores) de media tensión (conductores eléctricos AA de 70mm2) y hasta 3 
cables de ADSS de fibra óptica en la misma torre o poste (…)”. 
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(ii) La interpretación referida no provoca una consecuencia absurda, pues implica 

que el operador que coloca un (1) cable solamente pague por el referido cable, 

evitando que pague por externalidades de cables que no le pertenecen. 

(iii) Asimismo, es compatible con la finalidad de la Ley de Banda Ancha, dado que 

facilita la operación y mantenimiento de los cables, reduciendo sus costos a un 

límite razonable, es decir, el arrendatario pagará por el lugar en la infraestructura 

que efectivamente usa. 

(iv) Tampoco contradice las disposiciones de la referida Ley y su Reglamento en 

cuanto a las contraprestaciones por cada mes. Las referidas normas indican que 

la contraprestación mensual cubre los costos incrementales de operación y 

mantenimiento de la infraestructura, previendo una utilidad razonable. Así, se 

retribuye el costo que ocasiona un (1) cable y además se respeta la utilidad 

razonable a través de la variable (1+im). 

(v) Esta interpretación, asimismo, es eficiente porque no requiere actualizar la 

contraprestación si ingresan nuevos arrendatarios. 

(vi) Finalmente, es compatible con la Ley 28295, Ley que regula el acceso y uso 

compartido de infraestructura de uso público para la prestación de servicios de 

telecomunicaciones y su reglamento. Dicha norma tiene características similares 

con las normas de Banda Ancha, pues refiere también a la compartición de 

infraestructura. El Reglamento de aquella Ley también señala una metodología 

para el cálculo de la contraprestación, y el artículo 34 de su reglamento establece, 

como principio a seguir, que todos los costos atribuibles serán exclusivamente 

por el lugar que el beneficiario demande y produzca para brindar sus servicios, 

máxime no lo hará por todo el espacio aprovechable en la infraestructura. 
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Por consiguiente, la interpretación referida a atribuir al denominador un valor de tres 

(3), se sustenta en razones más sólidas que la interpretación literal, en ese sentido ha 

de prevalecer. Por lo expuesto, aunque no argumentó algunos aspectos, el Tribunal 

tomó una posición correcta sobre la interpretación denominador “Na”. 

IV.3. ¿Las normas civiles sobre pago indebido pueden ser aplicadas a los 

casos de contratos regulados en normativa especial? 

IV.3.1. Opinión sobre la posición del Tribunal  

El Tribunal no sustentó que las devoluciones de los montos pagados en exceso 

responden a las reglas del pago indebido estipuladas en el Código Civil. Más aún, no 

sustentó en ninguna regla el por qué correspondía su devolución. Este análisis era 

relevante para definir si el pago en exceso del caso en concreto configuraba un pago 

indebido y, en consecuencia, si la parte perjudicada tenía el derecho a la restitución7. 

IV.3.2. Posición personal 

La regla principal sobre el pago indebido se encuentra en el artículo 1267 del Código 

Civil8. El referido artículo indica: “El que por error de hecho o de derecho entrega a otro 

algún bien o cantidad en pago, puede exigir la restitución de quién la recibió”. 

Las restituciones de los pagos indebidos se sustentan en un principio general: “nadie 

debe enriquecerse injustamente a costa de otro”. Los pagos no debidos, en ese 

sentido, pueden suceder tanto en la esfera de los contratos privados o en el de los 

contratos regulados por normativa especial. Por consiguiente, las reglas del pago 

indebido pueden aplicarse para solucionar controversias derivadas de estos últimos, 

salvo que exista alguna norma que lo prohíba. 

                                                             
7  Cabe indicar que el Cuerpo Colegiado no expuso consideraciones al respecto, debido a que declaró infundada 

la segunda pretensión referida a la devolución de montos pagados en exceso. 

8  El pago indebido se produce cuando alguien paga por equivocación al considerarse obligado de una determinada 
manera, y cree que dicho pago extingue la obligación (Ferrero Costa , 2000, pág. 249).   
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Una autorizada doctrina ha indicado que uno de los supuestos de pago no debido es 

el pago en exceso. Según estos autores, para este caso, existiría una obligación de 

realizar un determinado pago, pero solo respecto a lo adeudado, y, en ese sentido, 

sobre el exceso, en realidad, no existía deuda (Osterling Parodi & Castillo Freyre, 2008, 

pág. 627).  

En cuanto al error, la Corte Suprema9, siguiendo a Osterling y Castillo, señala que el 

error de derecho consiste en una interpretación equivocada de las normas jurídicas, y 

no consiste, en cambio, en el desconocimiento de dichas normas, porque se presume 

que toda ley es conocida a partir de su publicación en el Diario Oficial el peruano. 

Se advierte en este caso que, A.C.S.A.C. solicitó accesoriamente, que se le restituyan 

varios pagos que habría realizado indebidamente a favor de C.E.H.S.A. Sustentó la 

referida pretensión en que los pagos en exceso fueron provocados por un error en la 

interpretación del artículo 30.4 del Reglamento de Banda Ancha. El error consistió en 

haber interpretado que el denominador “Na” equivalía a uno (1) en lugar de tres (3).  

El Tribunal indicó que, en efecto, las partes interpretaron equivocadamente el sentido 

del denominador “Na”, pues dicha situación propició que lo pagado exceda el precio 

tope de la contraprestación. 

Como se aprecia, dicha posición se adecua a lo dispuesto en el artículo 1267 del 

Código Civil. Así, se configura un supuesto de pago indebido, y se cumple el requisito 

referido al error de derecho, pues el referido error consistió, precisamente, en la 

interpretación equivocada de una norma, vale decir: del Reglamento de Banda Ancha. 

Por consiguiente, el pedido de devolución de pagos en exceso pretendido por 

A.C.S.A.C.  

                                                             
9   Fundamento undécimo de la Casación 85-2010-LIMA, de 6 de diciembre de 2010, emitida por la Sala Civil 

Permanente de la Corte Suprema. 



28 
 

configura un supuesto válido de pago indebido, y, en ese sentido, se encontraba 

justificado ordenar la devolución de los montos pagados. 

V. CONCLUSIONES 

Luego del análisis expuesto, hemos llegado a las siguientes conclusiones: 

(i) El artículo 30 del Reglamento de Banda Ancha desarrolló una Metodología para 

determinar la contraprestación materia de litis y señaló que el resultado de su 

aplicación sirve como un precio máximo. La referida metodología estableció la 

siguiente fórmula matemática:  

 

 

(ii) El componente “OMC” constituye el costo incremental por operar y mantener la 

infraestructura. Adicionalmente, en casos en los que la infraestructura sea del 

rubro eléctrico, el componente “OMC” es igual a “f x OMS”. La variable “f”, igual 

a 20%, que representa el costo incremental de los cables de telecomunicaciones. 

El componente “B” es el “factor de distribución de costos entre los arrendatarios”. 

Según la fórmula, el componente “B” es igual a “1/Na”, donde “Na” significa 

número de arrendatarios.  

(iii) En el año 2015, en virtud de la Ley de Banda Ancha y su reglamento, 

A.C.S.A.C. y C.E.H.S.A. suscribieron el Contrato de Compartición y 

precisaron la contraprestación mensual, interpretando que el denominador 

“Na” era igual al número de arrendatarios existentes en una infraestructura; 

como A.C.S.A.C. fue el único arrendatario, consignaron un “Na” de valor uno 

(1). 

(iv) Posteriormente, A.C.S.A.C. presentó una reclamación contra C.E.H.S.A., 

mediante la cual solicitó que se declare que la contraprestación establecida 
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en el Contrato de Compartición excedía el máximo permitido, en razón de 

que el denominador “Na” tenía un valor de tres (3) en todos los casos, y, en 

consecuencia, que se devuelvan los montos pagados en exceso.  

(v) El Cuerpo Colegiado declaró infundadas las pretensiones, debido a que 

consideró que el Reglamento de Banda Ancha no señaló expresamente que el 

valor del “Na” sea tres (3); asimismo, rechazó analizar documentos relacionados 

con el origen de la Metodología porque no tenían la calidad formal de exposición 

de motivos. El Tribunal interpretó, en cambio, que el denominador “Na” era igual 

a tres, debido a que la variable “f” representa el costo de tres (3) cables, por lo 

que, para determinar cuánto se debe pagar por alojar un (1) cable, el referido 

denominador debe ser tres (3), en tanto solo se debe pagar por el espacio 

efectivamente usado. El Tribunal, en ese sentido, decidió ordenar la devolución 

de los montos pagados en exceso. 

(vi) De la controversia referida, se derivaron los siguientes problemas con relevancia 

jurídica: ¿La interpretación histórica de una norma sólo puede fundamentarse en 

las exposiciones de motivos?; ¿Qué razones justifican trascender el sentido 

literal de las normas para optar por una interpretación distinta?; y ¿Las normas 

civiles sobre pago indebido pueden ser aplicadas a los casos de contratos 

regulados en normativa especial? 

(vii) En referencia a la primera interrogante: La interpretación histórica atribuye un 

significado a una norma, mediante la determinación de la intención del legislador; 

dicha intensión se ubica en los antecedentes de la norma, es decir, en 

documentos anteriores a la publicación de la norma que expliquen su contenido; 

los antecedentes pueden ser fuentes directas (exposición de motivos) e 

indirectas (debates parlamentarios, trabajos preparatorios, etc.). Las 
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conclusiones que se deriven de esta interpretación deben ser contrastados con 

las circunstancias actuales para verificar si son compatibles. 

(viii) En esa línea, el uso del Informe 251-2013-MTC/26 por el Tribunal fue una 

decisión válida. Este informe fue expedido por un órgano que participó 

directamente en la redacción del proyecto de Reglamento. Dicho informe, 

asimismo, es un antecedente del Reglamento. El informe referido, además, se 

encontraba directamente vinculado con la norma objeto de interpretación.  

(ix) El Informe 292-2017-MTC/26, en cambio, no fue un documento relevante para 

determinar que representaba la variable “f”. En primer lugar, no es un 

antecedente del Reglamento. En segundo lugar, no es un documento o trabajo 

preparatorio relacionado directamente con el origen o creación del documento; 

su objeto es diferente: se emitió para explicar la modificación del valor de la 

variable “f” y “m”, en el año 2017. 

(x) En referencia a la segunda interrogante: La interpretación literal otorga un 

significado a un texto normativo mediante el análisis de los usos lingüísticos y de 

reglas gramaticales. Sin embargo, en ciertas ocasiones, el uso de dicho método 

es insuficiente. Por tal motivo, en ciertas ocasiones, el intérprete transciende el 

sentido literal del texto, mediante una interpretación correctora. Existen diversos 

argumentos o razones justificadores de interpretaciones correctoras. Así, entre 

estos argumentos, se encuentran el argumento teleológico, argumento ad 

coherentia, argumento ad absurdum y el argumento pragmático. 

(xi) En la controversia bajo análisis, existieron dos interpretaciones respecto al valor 

del denominador “Na”: una interpretación literal y una interpretación correctora. 

La interpretación literal consistió en considerar un valor dinámico, equivalente a 
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(1) en el caso concreto. La interpretación correctora, por su parte, consistió en 

considerar el valor del denominador “Na” que equivale a tres (3).  

(xii) La interpretación literal no es sólida; en primer lugar, ocasiona una consecuencia 

absurda: asumir costos que el arrendatario no ocasiona sin una razón válida. En 

segundo lugar, no se alinea a la finalidad por la cual se declaró la necesidad 

pública e interés nacional el acceso y uso de infraestructura para 

telecomunicaciones. Finalmente, no proporciona un resultado eficiente porque 

crea costos de transacción adicionales que desincentivan la promosion de la 

política pública de conectividad. 

(xiii) Por otro lado, si se interpreta que el valor del denominador “Na” es igual a (3) 

tres, este valor se dividiría con el porcentaje de la variable “f” que representa tres 

(3) cables, y daría como resultado el valor de un (1) cable. Esta interpretación no 

provoca una consecuencia absurda, pues implicaría que el operador que coloca 

un cable pagaría solamente el valor del referido cable, evitando que pague por 

cables que no le pertenecen. Además, esta interpretación es compatible con la 

finalidad de la Ley de Banda Ancha, pues facilita la operación y mantenimiento 

de los cables de telecomunicaciones. Además, no contradice las disposiciones 

de la Ley de Banda Ancha y su Reglamento en cuanto a las contraprestaciones 

mensuales. 

(xiv) En referencia a la tercera interrogante: Las restituciones de los pagos indebidos 

se sustentan en el principio general consistente en que nadie debe enriquecerse 

injustamente a costa de otro. Los pagos no debidos, en ese sentido, pueden 

suceder tanto en el ámbito de los contratos privados o en el ámbito de los 

contratos regulados por normas especiales. Por lo que, las reglas del pago 
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indebido pueden aplicarse para solucionar controversias vinculadas a contratos 

especiales, salvo que exista una norma que lo prohíba. 

(xv) Este caso se adecua a lo dispuesto en el artículo 1267 del Código Civil. Así, se 

configura un supuesto de pago indebido, y se cumple el requisito referido al error 

de derecho, pues este consistió, precisamente, en la interpretación equivocada 

de una norma del Reglamento de Banda Ancha. Por consiguiente, el pedido de 

devolución de pagos en exceso pretendido por A.C.S.A.C. configura un supuesto 

válido de pago indebido y se encontraba justificado ordenar la devolución de los 

montos pagados. 
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VII. ANEXOS 

Al presente informe, se acompañan los siguientes documentos del expediente 004-

2018-CCO-ST/CI: 

(i) La reclamación presentada por A.C.S.A.C. en contra C.E.H.S.A. y sus 

anexos (ubicados en los folios 001-215 y 228-232). 

(ii) La contestación de la reclamación y sus anexos (ubicados en los folios 235-

241). 

(iii) Acta de audiencia de conciliación (folios 259-263). 

(iv) Acta de audiencia de pruebas (folios 283-287). 

(v) Acta de audiencia de informe oral (folios 852-864). 

(vi) La Resolución 014-2019-CCO/OSIPTEL, mediante la cual el Cuerpo 

Colegiado -en primera instancia- declaró infundadas las pretensiones de 

A.C.S.A.C. (ubicada en los folios 888-954). 

(vii) La apelación presentada por A.C.S.A.C. contra la Resolución 014-2019-

CCO/OSIPTEL y anexos (957-994). 

(viii) Acta de audiencia de informe oral (folios 1006-1009). 

(ix) Acta de audiencia de informe oral (folios 1154-1057). 

(x) La Resolución 021-2019-TSC/OSIPTEL, mediante la cual el Tribunal de 

Solución de Controversias –en segunda instancia- revocó la Resolución 

014-2019-CCO/OSIPTEL (ubicada en los folios 1165-1206). 
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